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ANDRADE, ELIANA Y OTRO c/ EN - JEFATURA DE

GABINETE DE MINISTROS DE LA NACION -

DECAD 2020/431 - LEY 25326 s/AMPARO LEY

16.986   Tribunal: CAMARA CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO FEDERAL- SALA V / 

 

EXCMA. SALA: 

1.  En autos,  la señora Eliana Andrade y  la

asociación  civil  Observatorio  de  Derecho  Informático

Argentino  (O.D.I.A.),  interpusieron  una  acción  de  amparo

colectivo,  en  los  términos  del  art.  43  de  la  Constitución

Nacional, contra el Estado Nacional (Jefatura de Gabinete

de  Ministros)  a  fin  de  que  se:  “1)  Declare  la

inconstitucionalidad  de  la  decisión  administrativa  nro.

431/2020 (de fecha 22/03/2020) el cual establece que ‘[l]as

jurisdicciones, entidades y organismos de la Administración

Pública Nacional, de conformidad con lo establecido en los

incisos a), b) y c) del artículo 8 de la ley de administración

financiera y de los sistemas de control público nacional nro.

24.156 deberán transferir, ceder, o intercambiar entre sí y

bajo la supervisión de la ‘Unidad de Coordinación General

del Plan Integral para la Prevención de Eventos de Salud

Pública  de  Importancia  Internacional’  los  datos  e

información  que,  por  sus  competencias,  obren  en  sus

archivos,  registros,  bases,  o  bancos  de  datos,  con  el  fin

único de realizar acciones  útiles  para la protección de la

salud  pública,  durante  la  vigencia  de  la  emergencia  en

materia sanitaria ampliada por el Decreto nro. 260/20, con

motivo de la pandemia por coronavirus COVID-19...’. Ello,

por  encontrarse  afectados  los  derechos  a  la  intimidad,

privacidad  y  autodeterminación  en  materia  de  datos

personales, consagrados en la ley nro. 25.326 (Protección

de los datos personales); en los arts. 19, 33, 43 y 75 inc. 22

de  la  C.N.;  art.  12  de  la  Declaración  Universal  de  los

Derechos Humanos [...]; art. 17 del Pacto Internacional de

Derechos  Civiles  y  Políticos  [...]  y  Opinión  Consultiva
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OC-6/86, del 9 de mayo de 1986 (Respeto al principio de

legalidad).

‘2)  Declare  la  inconstitucionalidad  de  la

habilitación contenida por el  artículo 5 inc.  2,  ap.  B),  en

cuanto  ha  sido  aplicada  al  presente  caso,  por  resultar

violatorio del principio de legalidad [...]

‘3)  Atento  a  la  ilegitimidad  de  las

transferencias  realizadas  sin  el  consentimiento  de  los

titulares  se  ordene  al  Gobierno Nacional  a  presentar  un

plan de borrado integral de las bases de datos creadas a

partir  de  las  cesiones  de  datos  efectuadas  de  modo

contrario a lo dispuesto por los artículos 5.1 y 11 de la ley

25.326...” (fs. 76/97).

 

2.  El  Juzgado  en  lo  Contencioso

Administrativo Federal nro. 8, remitiendo a lo dictaminado

por el representante del Ministerio Público Fiscal, resolvió

rechazar  “...la  acción  de  amparo  interpuesta,  por  Eliana

Andrade  y  el  OBSERVATORIO  DE  DERECHO

INFORMÁTICO ARGENTINO (O.D.I.A) por la improcedencia

formal de la vía intentada” (fs. 312).

A fojas 290/310, el fiscal de grado, luego de

reseñar la Decisión Administrativa 431/2020 dictada por la

Jefatura de Gabinete de Ministros el 22/03/2020, refirió que

“...el  intercambio  de  información,  realizado  entre  las

distintas jurisdicciones y entidades estatales, tuvo por fin

diseñar una estrategia global de prevención y combate del

COVID-19  en  todo  el  territorio  nacional,  centralizando,

sistematizando y  al mismo tiempo poniendo a disposición

de  los  distintos  efectores  de  salud  las  bases  de  datos

necesarias para la oportuna toma de decisiones”.

Seguidamente, luego de reseñar la doctrina

del máximo tribunal en materia de emergencia, aclaró que

“...la normativa impugnada se estructura como un sistema

para  atenuar  los  efectos  de  la  pandemia  por  medio  del

adecuado  intercambio  de  información  entre  las

jurisdicciones  y  entidades  intervinientes”  y  citando  el

dictamen de la Procuración General de la Nación en el caso

“Galli”,  concluyó  que  “[n]uestro  Tribunal  Cimero  ha
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resuelto en reiteradas oportunidades, que el art. 16 de la

Ley Fundamental no impone una rígida igualdad, por lo que

tal  garantía  no  obsta  a  que  el  legislador  contemple  en

forma distinta situaciones que considere diferentes. De ahí

que  se  atribuya  a  su  prudencia  una  amplia  latitud  para

ordenar y agrupar, distinguiendo y clasificando los objetos

de la reglamentación (Fallos: 320:1166), y ello es así en la

medida en que las distinciones o exclusiones se basen en

motivos  razonables  y  no  en  un  propósito  de  hostilidad

contra  determinada  persona  o  grupo  de  personas  o

indebido privilegio personal o de un grupo (Fallos: 315:839;

322:2346)”.

Asimismo,  en  lo  que  refiere  al

consentimiento, luego de reseñar el art. 5 de la Ley 25.326,

específicamente el  punto 2  del  ap.  b),  observó que “…la

norma excepciona la solicitud de conformidad previa, para

aquellos casos en los cuales se estableciese una obligación

legal  de  brindar  aquella  información.  La  norma  no

especifica,  que  la  excepción  debe  ser  dispuesta

expresamente por Ley del Congreso, sino que bien podría

asimilarse el concepto, al hablar de ‘obligación legal’, a un

deber  establecido  por  cualquiera  de  las  fuentes  del

ordenamiento argentino, en tanto su lectura no conduce –

necesariamente– a una interpretación estricta del concepto,

asumiendo que esa obligación debe haber sido constituida

necesariamente por una ‘ley’ como fuente”.

Sobre  este  aspecto,  agregó  que  “...la

obtención  de  los  datos  personales  de  los  usuarios  de  la

plataforma CUID.AR y COVID-19 del Ministerio de Salud de

la Nación, se realiza previa solicitud de aceptación de los

términos generales de funcionamiento, lo cual conlleva la

prestación de conformidad de que los  datos  allí  volcados

podrán ser intercambiados entre las distintas autoridades

argentinas, a los efectos de limitar y erradicar la pandemia.

 Cabe  concluir  por  ello,  que  no  se  ha  hecho  uso  de  la

excepción  prevista  en  el  art.  5  de  la  Ley  de  Datos

Personales  –en  cuanto  a  esta  plataforma  se  refiere–

respecto de la necesidad de prestación de consentimiento

previo por los interesados”. 
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Finalmente,  el  fiscal  destacó  que

“...mediante la Disposición 2/2023 de la Subsecretaría de

Servicios  y  País  Digital  del  27/03/2023  se  eliminaron 11

bases  de  datos,  vinculadas  a  información  vinculada  a

COVID-19”. Ello así, manifestó que, entre los considerandos

de la normativa,  se expresa que “...‘la Ley  N° 25.326 de

Protección de Datos Personales establece en su artículo N°

22 que las normas sobre creación, modificación o supresión

de archivos, registros o bancos de datos pertenecientes a

organismos  públicos  deben  hacerse  por  medio  de

disposición  general  publicada  en  el  Boletín  Oficial  de  la

Nación  o  diario  oficial,  mientras  que  el  artículo  N°  4

dispone  que  los  datos  contenidos  en  las  bases  de  datos

‘...deben  ser  destruidos  cuando  hayan  dejado  de  ser

necesarios  o  pertinentes  a  los  fines  para  los  cuales

hubiesen sido recolectados’. Que, en este sentido, habiendo

finalizado  las  razones  que  fundaron  inicialmente  la

implementación  inmediata  de  la  aplicación  ‘Cuid.AR’,

indudablemente necesaria en el contexto de pandemia, es

menester suprimir la aplicación de los  sistemas, e iniciar

los trámites pertinentes ante la DIRECCIÓN NACIONAL DE

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES de la AGENCIA DE

ACCESO  A  LA  INFORMACIÓN  PÚBLICA,  organismo

descentralizado  de  la  JEFATURA  DE  GABINETE DE

MINISTROS, a fin de dar de baja las  mentadas  bases  de

datos involucradas en la aplicación y  suprimir de manera

definitiva e irreversible los datos allí contenidos’...”.

Sobre esta base, concluyó que “...en atención

a que las disposiciones impugnadas se encuentran insertas

en  un  bloque  normativo,  que  ha  sido  oportunamente

dictado a los  efectos  de limitar,  atemperar y  eliminar los

efectos  de la Pandemia de COVID-19 en el marco de una

emergencia de salud y social declarada a nivel nacional y de

dimensiones  mundiales,  no [se  advierte]  la  existencia  de

una manifiesta arbitrariedad o ilegalidad de medida alguna

dispuesta por la Administración; exigida en los artículos 43

de la Constitución Nacional y el 1 de la Ley 16.986 como

requisito para admitir la acción de amparo”.

Para  más,  agregó  que  tampoco  “...podría

atribuirse al  organismo demandado el  haber incurrido en___________________________________
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una  actuación  que  en  forma  actual  o  inminente  lesione,

restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad

manifiesta,  derechos  y  garantías  reconocidos  por  esta

Constitución,  un  tratado o  una ley,  que  habilite  esta  vía

excepcional,  en  tanto  la  cuestión  encuentra  adecuado

fundamento legal, lo cual se suma la circunstancia de que

dichas bases de datos han sido eliminadas, quedando sólo

de ello información estadística anónima”.

Finalmente, la jueza de grado consignó que

“[e]l modo en que se resuelve la cuestión torna insustancial

el  tratamiento  de  la  falta  de  legitimación  activa  y  la

ausencia de caso opuestas por la parte accionada”

 

3.  Contra  dicho  pronunciamiento,  la  parte

actora  interpuso  un  recurso  de  apelación,  el  que  se

encuentra fundado a fojas 313/323.

En su escrito recursivo, se agravió de “[l]a

argumentación esgrimida por el dictamen fiscal respecto a

la vía incoada deriva de una interpretación del instituto del

amparo  ajena  a la  jurisprudencia  actual  de  nuestros

tribunales”.

Asimismo,  se  agravió  de  la  sentencia  de

grado en tanto afirma la “...ausencia de una lesión cierta o

ineludible causada por arbitrariedad o ilegalidad manifiesta

(Consid  N°  IV  del  dictamen),  al  tiempo  que  omite  las

especiales características del daño derivados de la violación

del consentimiento, elude toda consideración con respecto

al hecho de que las propias transferencias (sin perjuicio de

su uso) resultan disvaliosas”.

Sobre este punto, refirió que “[l]os derechos

de los afectados a ser informados y a consentir, así como

los de acceso, rectificación y cancelación (art. 6.e de la ley

25.326),  integran  el  derecho  fundamental  de  todos  a

controlar el acopio, para su posterior uso, de aquellos datos

personales que puedan poseer tanto el Estado, otros Entes

públicos, como los particulares. Es nada más y nada menos

que la posibilidad de ejercer el derecho personalísimo de

autodeterminación  informativa.  En  ninguno  de  sus

postulados, el andamiaje normativo vigente en la materia,
___________________________________
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exige que se acredite evidencia alguna de una lesión cierta

o indubitable,  toda  vez  que  la  lesión  a  los  derechos  del

titular  de  los  datos  personales  se  configura  con  la sola

transferencia de los datos personales para fines ajenos a los

consentidos y en cabeza de un tercero distinto a quien fue

otorgado este consentimiento”.

Sobre este punto, expuso que “[e]s evidente

que el interesado tiene el derecho, al momento de otorgar

el consentimiento expreso, de la posibilidad de toda cesión

de  sus  datos  personales,  bajo  qué circunstancias  y  el

destino de sus datos en estas circunstancias. Para lo que no

basta  que  conozca  que  tal  cesión  es  posible,  según  la

disposición  que  ha  creado  o  modificado  el  fichero,  sino

también las  circunstancias  de cada cesión concreta.  Más

aún,  validar  que  la  Administración  unilateralmente,

mediante la sanción de una norma administrativa,  pueda

prescindir de los consentimientos originalmente otorgados

por  los  titulares  de  los  datos  resulta  una  flagrante

desnaturalización  del  principio  vector  en  la  materia

consagrado  por  el  legislador  con  base  en  la  figura  del

consentimiento.  Tal  realidad,  lejos  de  suponer  un  hecho

previo,  constituye  una  lesión  suficiente,  toda  vez  que  la

cesión  de  los  datos  recopilados  por  las  diversas

dependencias de la administración, hacía la JGM, por fuera

del  consentimiento  originariamente  expresado,  repercute

en  una  violación  clara  y  sistemática  del  Derecho  a  la

Intimidad  consagrado  en  nuestro  ordenamiento

Constitucional y Convencional”.

Asimismo,  se  agravió  de  “...la  cita  a  las

condiciones  para  el  establecimiento  de  normativa  de

emergencia  establecidas  por  nuestro  tribunal  cimero

(313:1513)  (Consid.  N°  VII  del  dictamen  fiscal),  resulta

contradictoria, toda vez que, de seguir los lineamientos en

la materia, se deriva que el ‘plazo’ de la emergencia ha sido

finalizado”.

Sobre  este  aspecto,  destacó  que  “...la

omisión  de  analizar  la  situación  actual,  la  modificación

sustancial del marco fáctico del cual se dio basamento la

JGM  para  justificar  la  decisión  cuestionada,  es  decir,  la

causa  pandemia  no  existe  pero  la  habilitación  para  las___________________________________
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transferencias  y  su  posterior  tratamiento sí”.  Aclaró que

“...no  se  transfirió  solo  en  el  pasado,  la  DA  habilita  la

transferencia  a  la  fecha.  En  tal  inteligencia,  hemos  de

volver  a  señalar  el  inconsistente  actuar  de  la

Administración  al  haber,  por  un  lado,  emitido  una

disposición ordenando la eliminación de las bases de datos

empleadas durante la pandemia al mismo tiempo que, por

otro lado, decidió sostener la vigencia de la DA 431/2020

mediante la que se habilita la cesión de datos en favor de la

JGM”.

Por  otra  parte,  expuso  que  “...yerra  el

sentenciante al sostener que las transferencias realizadas

al amparo de la DA N° 431/2020 pueden ser efectuadas por

norma administrativa mediante la mera invocación del art.

5.2.b de la Ley 25.326, en violación al principio de reserva

de Ley”.

En este sentido,  en lo sustancial,  apuntó a

que  “...una  DA  estaría  alterando  una  norma  de  mayor

jerarquía constitucional, avasallando nuestro ordenamiento

de jerarquía normativa”.

Finalmente,  refirió  que  la  sentencia

“...desconoce  que  el  objeto  de  la  presente  acción  se

encuentra enderezado a impugnar los  términos  mediante

los  cuales  la  APN  realiza  transferencias  de  los  datos

recopilados  entre  sus  jurisdicciones  al  plantear  los

términos y condiciones de la APP cuid.ar –los que refieren a

los recopilados con posterioridad a marzo de 2020– como

un  consentimiento  a  la  cesión  de  ficheros  previamente

creados (véase Consid N°IX del dictamen fiscal)”.

Siguiendo esta línea argumental, aclaró que

“...las  transferencias  no  consentidas  (para  su  posterior

tratamiento)  habilitadas  mediante  la  Decisión

Administrativa aquí  impugnada refieren a la  totalidad de

datos personales en poder de las diversas jurisdicciones del

PEN, las que, ahora, se ven habilitadas a transferirlos por

fuera  de  los  límites  del  consentimiento  a  la  JGM.  Tal

extremo se  deriva  del  propio  texto  del  art  1°  de  la  DA

431/2020, de fecha 22 de marzo de 2020, el cual dispone

que  ‘Las  jurisdicciones,  entidades  y  organismos  de  la
___________________________________
Fecha de Firma: 26/02/2024 
Dictamen Número 383/2024 
PEYRANO ,  RICARDO RUBEN - Fiscal 
Fiscalía General ante las Cámaras Nacionales de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal 
y en lo Contencioso Administrativo Federal

7 de 15



Administración  Pública  Nacional,  de  conformidad  con  lo

establecido en los incisos a), b) y c) del artículo 8° de la ley

de Administración Financiera y de los Sistemas de Control

del Sector Público Nacional N° 24.156 deberán transferir,

ceder, o intercambiar entre sí y  bajo la supervisión de la

‘Unidad de Coordinación General del Plan Integral para la

Prevención  de  Eventos  de  Salud  Pública  de  Importancia

Internacional’  los  datos  e  información  que,  por  sus

competencias,  obren  en  sus  archivos, registros,  bases,  o

bancos de datos, con el único fin de realizar acciones útiles

para la protección de la salud pública, durante la vigencia

de  la  emergencia  en  materia  sanitaria  ampliada  por  el

Decreto  N°  260/20,  con  motivo  de  la  pandemia  por

coronavirus COVID-19’...”.

 

4.   El  Decreto nro.  260/2020,  dispuso “...la

emergencia  pública  en  materia  sanitaria  establecida  por

Ley N° 27.541, en virtud de la Pandemia declarada por la

ORGANIZACIÓN  MUNDIAL  DE  LA  SALUD  (OMS)  en

relación con el coronavirus COVID-19, por el plazo de UN

(1) año a partir de la entrada en vigencia del [...] decreto”

(art. 1).

Asimismo, en su artículo 10 dispuso que “[e]l

Jefe  de  Gabinete  de  Ministros,  en  su  carácter  de

Coordinador  de  la  ‘Unidad  de  Coordinación  General  del

Plan  Integral  para  la  Prevención  de  Eventos  de  Salud

Pública de  Importancia  Internacional’,  coordinará con las

distintas  jurisdicciones  y  organismos  del  Sector Público

Nacional, la implementación de las acciones y políticas para

el  adecuado  cumplimiento  de  las  recomendaciones  y

medidas que disponga la autoridad sanitaria nacional, en el

marco de la emergencia y de la situación epidemiológica”.

Ello así,  dicho articulado autorizó al “...Jefe

de Gabinete de Ministros a asignar funciones a la dotación

de una jurisdicción u organismo de los comprendidos en el

artículo 8º incisos a) y b) de la Ley Nº 24.156, de manera

provisoria,  en  el  ámbito  de  otra,  cuando  así  resulte

necesario,  para  la  efectiva  atención  de  la  emergencia

sanitaria y la aplicación y control del presente decreto y su
___________________________________
Fecha de Firma: 26/02/2024 
Dictamen Número 383/2024 
PEYRANO ,  RICARDO RUBEN - Fiscal 
Fiscalía General ante las Cámaras Nacionales de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal 
y en lo Contencioso Administrativo Federal

8 de 15



normativa complementaria. Asimismo, los y las titulares de

las jurisdicciones y organismos comprendidos en el artículo

8º  incisos  a) y  b) de la Ley  Nº  24.156 podrán coordinar

acciones  para  asignar  funciones  a  la  dotación  de  una

jurisdicción u organismo de manera provisoria, en el ámbito

de  otra,  y  firmar  convenios  de  colaboración  con  las

universidades  públicas  nacionales,  a  los  mismos  fines

establecidos en el párrafo anterior.

Finalmente, por su carácter de Coordinador,

fue  “...facultado  para  suspender  o  modificar  las  normas

previstas  en  el  presente  decreto  y  sus  normas

complementarias,  de acuerdo  a  la  evaluación  del  riesgo

epidemiológico y  sanitario y  del avance de la vacunación

contra  la  COVID-19,  previa  intervención  de  la  autoridad

sanitaria nacional”.

Por  su  parte,  la  Decisión  Administrativa

431/2020, suscripta por el Jefe de Gabinete de Ministros,

dispuso en su artículo 1 que “[l]as jurisdicciones, entidades

y  organismos  de  la  Administración  Pública  Nacional,  de

conformidad con lo establecido en los incisos a), b) y c) del

artículo 8° de la ley de Administración Financiera y de los

Sistemas de Control del Sector Público Nacional N° 24.156

deberán transferir, ceder, o intercambiar entre sí y bajo la

supervisión de la ‘Unidad de Coordinación General del Plan

Integral para la Prevención de Eventos de Salud Pública de

Importancia Internacional’ los datos e información que, por

sus competencias, obren en sus archivos, registros, bases,

o  bancos  de  datos,  con  el  único  fin  de  realizar  acciones

útiles  para  la  protección  de  la  salud  pública,  durante  la

vigencia de la  emergencia en materia sanitaria  ampliada

por el Decreto N° 260/20, con motivo de la pandemia por

coronavirus COVID-19”.

Asimismo,  el  artículo  nro.  2  de  esa

normativa,  especifica  que  la  DNM “...deberá  transferir  o

ceder  datos  o  informaciones  a  las  jurisdicciones

provinciales  y  de  la  CIUDAD  AUTÓNOMA  DE  BUENOS

AIRES competentes a los fines de lo dispuesto en el artículo

11 del Decreto N° 260/20, mediando conocimiento de los

procedimientos  utilizados  de  la  Unidad  de  Coordinación

mencionada en el artículo 1° de la presente”.___________________________________
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Finalmente, el  artículo 3° refiere que “[l]os

funcionarios intervinientes en el tratamiento de los datos e

información  alcanzados  por  la  presente  medida,  deberán

observar  en  todo momento las  previsiones  existentes  en

materia  de  protección  de  datos  personales  y  sensibles

conforme lo establece la Ley N° 25.326 y en lo que respecta

al  resguardo del  secreto  fiscal en  la  Ley  N° 11.683  (t.o

1978)  y  sus  modificatorias,  no  pudiendo  ser  divulgados,

transmitidos, cedidos ni difundidos por fuera de los órganos

referidos en los artículos 1° y 2° de la presente”.

Ello  así,  cabe  resaltar  que  en  los

considerandos  de  dicha  Decisión  Administrativa,  se

especificó que “...el artículo 5°, punto 2, inciso b) de la Ley

N° 25.326 establece que los datos personales pueden ser

cedidos  sin  consentimiento  del  titular,  entre  otros

supuestos, cuando se recaben para el ejercicio de funciones

propias  de  los  poderes  del  Estado,  o  en  virtud  de  una

obligación legal, mientras que el artículo 11, punto 3, inciso

c) habilita a que se realice la cesión entre dependencias de

los órganos del Estado en forma directa, en la medida del

cumplimiento de sus respectivas competencias”.

En los considerandos de la Disposición nro.

2/2023, la Subsecretaría de Servicios  y  País  Digital de la

Secretaría de Innovación Pública especificó que “...la Ley

N° 25.326 de Protección de Datos Personales establece en

su  artículo  N°  22  que  las  normas  sobre  creación,

modificación o supresión de archivos, registros o bancos de

datos pertenecientes a organismos públicos deben hacerse

por medio de disposición general  publicada en el  Boletín

Oficial de la Nación o diario oficial, mientras que el artículo

N° 4 dispone que los datos contenidos en las bases de datos

‘...deben  ser  destruidos  cuando  hayan  dejado  de  ser

necesarios  o  pertinentes  a  los  fines  para  los  cuales

hubiesen sido recolectados’...”.

En este sentido, dispuso dar “...de baja las

Bases  de  Datos  que  se  precisan  a  continuación,  en  los

términos del artículo 4 de la Ley de Protección de Datos

Personales  Nº  25.326:  1.  Base  de  Datos  denominada

‘COVID-19  -  Ministerio  de  Salud’  -Versión  1-  2.  Base  de

Datos  denominada  ‘COVID-19  -  Ministerio  de  Salud’  -___________________________________
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Versión  2-  3.  Base  de  Datos  denominada  ‘COVID-19  -

Ministerio  de  Salud’  -Versión  3-  4.  Base  de  Datos

denominada ‘Certificado Único Habilitante para Circulación

–  Emergencia  COVID-19’  -Versión  1-  5.  Base  de  Datos

denominada ‘Certificado Único Habilitante para Circulación

–  Emergencia  COVID-19’  -Versión  2-  6.  Base  de  Datos

denominada ‘Certificado Único Habilitante para Circulación

–  Emergencia  COVID-19’  -Versión  3-  7.  Base  de  Datos

denominada ‘CUHC Convenio MINTRANS – NSSA’ 8. Base

de Datos  denomianda ‘CUHC Convenio SIP- PCIA SANTA

CRUZ’ 9. Base de Datos denominada ‘COVID-19 - Convenio

MINSAL  MJGM  PBA  1’  10.  Base  de  Datos  denominada

‘COVID-19 - Convenio MINSAL MJGM PBA 2’. 11. Base de

Datos  denominada  ‘COVID-19  -  Convenio  SSGAYPD-

SSPGER’ 12. Base de Datos denominada ‘CUHC - Convenio

SIYTD GCBA’...”.

 

5.  Reseñada así  la  cuestión,  cabe  recordar

que la existencia de caso o controversia es un presupuesto

procesal  indispensable  para  habilitar  el  ejercicio  de  la

jurisdicción  (Fallos:  336:2356),  razón  por  la  cual

corresponde su escrutinio inclusive de oficio por parte de

los magistrados (Fallos: 336:2356). 

Sobre  tales  bases,  resulta  ineludible

examinar, de modo liminar, si en las presentes existe o no

caso o controversia.

La Corte Suprema,  a partir  del  precedente

registrado en Fallos: 332:111 (“Halabi”), sostuvo que aún

en los procesos en los que se denuncia la lesión a derechos

de  incidencia  colectiva  “es  imprescindible  comprobar  la

existencia de un ‘caso’ (art. 116 de la Constitución Nacional

y art 2º de la ley 27) —ya que no se admite una acción que

persiga el control de la mera legalidad de una disposición

—,  como  así  también es  relevante  determinar  si  la

controversia  en  dichos  supuestos  se  refiere  a  una

afectación actual o se trata de la amenaza de una lesión

futura  causalmente  previsible”  (Fallos:  332:111;  Fallos:

338:1492). 
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De  modo  tal  que  si  bien  en  las  acciones

colectivas  el  concepto  de  “caso  o  controversia”  se

encuentra sujeto a las modulaciones propias de ese tipo de

procesos  —que  reconocen  legitimaciones  extraordinarias,

conforme el artículo 43 de la Constitución Nacional—, tal

circunstancia no implica que pueda prescindirse en ellas de

la existencia de una controversia actual  para habilitar  la

intervención  judicial  (Fallos:  333:1023).  Ello,  pues  los

procesos  en  los  que  se  invocan  derechos  de  incidencia

colectiva no suponen que la intervención judicial  se haya

transformado  “en  un  recurso  abstracto  orientado  a  la

depuración  objetiva  del  ordenamiento  jurídico”  (Fallos:

339:1223). 

Asimismo, el Máximo Tribunal ha destacado

que  en  cada  una  de  las  tres  categorías  definidas  en

“Halabi”, el “caso” tiene una configuración típica diferente,

siendo  esencial  su  dilucidación  para  decidir  sobre  su

procedencia  formal  y  determinar  si  la  controversia  se

refiere a una afectación actual o se trata de la amenaza de

una lesión futura causalmente previsible (Fallos: 332:111). 

 

6.  Siguiendo  esta  línea  argumental,

considero  que  en  autos  no  se  ha  logrado  demostrar  la

existencia de un “caso o controversia” en los términos de la

normativa y doctrina jurisprudencial reseñada.

En  tal  sentido,  cabe  recordar  que  en  los

casos en que se procure la tutela de derechos de incidencia

colectiva referentes  a intereses  individuales  homogéneos,

la  Corte  Suprema  de  Justicia  expresó  que  corresponde

verificar  la  existencia  de  “una  causa  fáctica  común,  una

pretensión procesal enfocada en el aspecto colectivo de los

efectos de ese hecho y la constatación de que el ejercicio

individual  no  aparece  plenamente  justificado”  (Fallos

332:111, considerando 13). 

Asimismo,  el  Máximo Tribunal  sostuvo que

“[e]n  estos  casos  no  hay un  bien  colectivo,  ya  que  se

afectan derechos  individuales  enteramente divisibles.  Sin

embargo, hay un hecho, único o continuado, que provoca la

lesión a todos ellos y por lo tanto es identificable una causa
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fáctica  homogénea.  Ese  dato  tiene  relevancia  jurídica

porque en tales casos la demostración de los presupuestos

de la pretensión es común a todos esos intereses, excepto

en lo que concierne al daño que individualmente sufre”. 

Más  recientemente,  reiteró  que  en  las

acciones  de  incidencia  colectiva  referentes  a  intereses

individuales  homogéneos  debe  ser  posible  verificar  “la

existencia de un hecho único susceptible de ocasionar una

lesión  a  una  pluralidad  de  sujetos”,  así  como  que  la

pretensión  debe  estar  “concentrada  en  los  ‘efectos

comunes’ para toda la clase involucrada”, la cual, a su vez,

debe  estar  identificada  en  forma  cierta,  objetiva  y

fácilmente comprobable (Fallos: 338:1492).

A la luz de tales premisas, se aprecia que, en

los argumentos vertidos por la parte actora, tanto en lo que

concierne a la pretensión colectiva, como a la de carácter

individual que se acumuló a aquella, se omite invocar una

afectación  concreta  de  los  derechos  que  se  encontrarían

vulnerados  como  consecuencia  de  la  normativa  que

impugnan, en tanto las manifestaciones que en tal sentido

se  efectúan  en  la  demanda  refieren,  sustancialmente,  a

situaciones hipotéticas o conjeturales. 

Cabe destacar,  al  respecto,  que si  bien los

amparistas manifiestan que la sola existencia de la norma

reglamentaria en cuestión  deviene en una afectación a sus

derechos  fundamentales,  sin  necesidad  de  especificar  la

lesión —potencial o concreta — que aquella, a su entender,

provocaría  al  pretendido  colectivo,  lo  cierto  es  que  tal

aserto  no  satisface  los  requisitos  exigidos  para  la

tramitación de acciones colectivas como la intentada, en las

cuales también resulta necesario acreditar la existencia de

un interés concreto asociado a la pretensión que se postula,

para  lo  cual,  teniendo  en  cuenta  lo  que  establece  la

normativa en cuestión, correspondía que, como mínimo, se

identificara cuáles son las bases de datos cuya supresión se

solicitaba.

Ello así, cabe mencionar que las únicas bases

de datos identificadas en el escrito inaugural como lesivas,

fueron las mencionadas por la Sra. Andrade al presentarse
___________________________________
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como  “titular  cedente  de  datos”.  En  dicha  oportunidad,

cuestionó  la  obligatoriedad  del  cumplimiento  de  lo

dispuesto por  “...las  Disposiciones  complementarias  1771

(Dirección Nacional de Migraciones Aplicación Covid 19 –

Ministerio de Salud), 3 (JGM Certificado Único habilitante,

para circulación – emergencia COVID-19), 897 (Emergencia

sanitaria  –  Nuevo  certificado  Único  Habilitante para

Circulación – Emergencia Sanitaria Covid-19) y 6 (JGM Base

de Datos ‘Vacunación COVID-19) del 2020”, aclarando que

estas disposiciones la obligaban “...a someterse a un sinfín

de concesiones e intromisiones sobre aspectos referidos a

la intimidad, salud, libertad de circulación y demás datos

personales”.

Ahora  bien,  corresponde  recordar  que  la

Disposición nro. 2/2023 (B.O. 29/03/2023), dio de baja las

Bases de Datos identificadas por esa accionante, por lo que

se encuentran -al menos normativamente- “destruidas” en

los términos del artículo 4 de la Ley de Protección de Datos

Personales Nº 25.326.

Sobre  este  punto,  la  propia  amparista

mencionó que “[l]a Subsecretaría de Servicios y País Digital

perteneciente  a  la  Secretaría  de  Innovación  Pública,

estableció  tanto  la  baja  de  las  bases  de  datos  de  la

aplicación Cuidar, así como la despublicación de la app” y,

aclaró, que lo considera “...contradictorio con la vigencia en

la vida jurídica de la DA 431/2020” (fs. 276/288 y 76/97).

Por  lo  tanto,  dado  que  no  se  identificaron

bases  de  datos  vigentes  en  la  actualidad,  ni  se precisó

cuáles  serían  las  lesiones  o  perjuicios  específicos  a  los

intereses  de  los  integrantes  del  colectivo  cuya

representación invocó la asociación, o a los de la coactora

Eliana Andrade, que se procurarían hacer cesar a través de

la  declaración  de  inconstitucionalidad  de  las  normas

cuestionadas,  el  objeto de  las  pretensiones  deducidas  se

encuentra  ceñido  a  una  mera  depuración  objetiva  del

ordenamiento  jurídico,  a  través  de  la  supresión  de  las

normas atacadas, misión que, por cierto, no resulta propia

del Poder Judicial.
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Como  ha  señalado  reiteradamente  la  Corte

Suprema  de  Justicia,  la  jurisdicción  atribuida  al  Poder

Judicial de la Nación en los artículos 108, 116 y 117 de la

Constitución Nacional se ejerce en las causas de carácter

contencioso a las que se refiere el artículo 21 de la ley 27,

esto es, en casos en los que pretende, de modo efectivo, la

determinación del derecho debatido entre partes adversas,

el  que  debe  estar  fundado  en  un  interés  específico,

concreto  y  atribuible  al  litigante  (Fallos:  324:2381,

331:2287).

Siendo  ello  así,  cabe  concluir  que  en  las

presentes no se encuentra configurado un “caso judicial” o

“controversia” que habilite el ejercicio de la jurisdicción.

Tal conclusión determina que corresponda el

rechazo  de  la  acción  deducida,  deviniendo  inoficioso  el

tratamiento de los agravios formulados por la actora contra

la resolución de grado.

 

7.  En  tales  condiciones,  y  por  los

fundamentos que se han expuesto, opino que corresponde

confirmar  lo  decidido en lo sustancial  por  el  tribunal  de

grado,  esto  es  el  rechazo  de  la acción  de  amparo

interpuesta.

Dejo  así  contestada  la  vista  conferida  y

solicito ser notificado de la resolución que oportunamente

se dicte mediante el envío de la sentencia simultáneamente

a  las  siguientes  direcciones  de  correo  electrónico:

rcuesta@mpf.gov.ar,  rpeyrano@mpf.gov.ar,

arahona@mpf.gov.ar,  apasqualini@mpf.gov.ar  y

dvocos@mpf.gov.ar.
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